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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
RELATORÍA

BOLETÍN  001 DE 25  MARZO DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil

1.1.1 DESISTIMIENTO TÁCITO Y TÉRMINO DE UN AÑO PARA NOTIFICAR AL DEMANDADO CON EL EFECTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 90 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL DEBE ARMONIZARSE: “la decisión del juzgador de requerir a la parte ejecutante para que se apreste a la notificación de sus demandados (auto de 31 de agosto de 2009), luce apresurada si se considera que la demanda apenas había sido formulada el 25 de junio de ese año y que la orden de apremio se expidió el 16 de julio siguiente. Al proceder de ese modo, el juez no reparó en que debían armonizarse la carga de notificación que tiene el demandante, prevista en el artículo 90 del C.P.C., con la prerrogativa sustancial que la misma disposición le concede, consistente en truncar el plazo prescriptivo o hacer inoperante la caducidad en la fecha de presentación del libelo, si logra intimar la orden de apremio a su demandado dentro del término de un año”.
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 29 C.N.





  ARTÍCULO 229 C.N.





  ARTÍCULO 30 DEL C.C.

  ARTÍCULO 90 DEL C.P.C.

  ARTÍCULO 346 DEL C.P.C.

FECHA



: 03/02/2010
PONENTE


: Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez
DEMANDANTE

: Banco de Bogotá S.A.
DEMANDADO
: Juan Francisco González Alonso, 

 Javier González Alonso y Cordecol Ltda.
RADICACIÓN 


: 11001310304320090043401
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310304320090043401 

1.1.2 CLAUSULA ACELARATORIA. ACELERADO UN PLAZO EL ACREEDOR NO PUEDE RETRACTARSE SIN QUE MEDIE CIRCUNSTANCIA LEGALMENTE ADMITIDA.  “el vencimiento del plazo pactado desde la presentación de la demanda, no era una opción del acreedor sino una exigencia legal, como que se trata de una limitante prevista en el artículo 19 de la Ley 546 de 1999, y (c) la tercera y tal vez la más importante, porque los plazos de prescripción los fija la ley en forma imperativa, de suerte que no pueden ser manejados por el acreedor a su arbitrio; y aunque el acreedor puede restablecer el plazo en los términos del artículo 69 de la Ley 45 de 1990, no podrá hacerlo cuando la prescripción ha sido planteada, menos aún si ya se consumó, pues esa desaceleración sólo se autoriza para que el crédito sea regularizado y el deudor pueda seguir amortizando su deuda. Pero eso de acelerar y desacelerar un plazo a conveniencia del acreedor, no es asunto que tolere la ley.”
ACCIÓN EJECUTIVA PROSEGUIDA CON BASE EN TÍTULO PRESENTADO EN PROCESO ANTERIOR FINIQUITADO POR RELIQUIDACIÓN SIN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO ACERCA DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA PROPUESTA POR LOS DEMANDADOS, SI DESDE EL PUNTO DE VISTA SUSTANCIAL NO IMPIDE PRONUNCIAMIENTO AL RESPECTO. “el Tribunal no se ocupa de ese otro proceso, ni resuelve la excepción que allí se planteó, como que se trata de un juicio concluido en virtud de los autos mencionados. La Sala simplemente ha destacado que desde una perspectiva sustancial –no procesal- se había consumado la prescripción, puesto que ella, como se acotó, únicamente exige cierto lapso de tiempo durante el cual no se ejercieron las acciones respectivas para hacer efectivo el derecho, o se ejercieron de manera inapropiada, como sucedió en este caso.”

EXTINCIÓN DE LA HIPOTECA ABIERTA Y SIN LÍMITE DE CUANTÍA COMO CONSECUENCIA DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN ORIGINADA EN CREDITO PARA ADQUISICIÓN DE INMUEBLE SOMETIDO A AFECTACIÓN A VIVIENDA FAMILIAR. “dicho gravamen, de suyo accesorio, se extingue con la obligación principal (C.C. art. 2457). Y aunque la hipoteca se constituyó abierta y sin límite de cuantía, no puede perderse de vista, de una parte, que el acreedor no demostró la existencia de otra obligación a cargo de los deudores (a eso está condicionada su vigencia; C.C. art. 2438 inc. 3°), y de la otra, que esa hipoteca fue otorgada para respaldar un crédito concedido a los demandados para adquirir una morada que quedó sometida a la afectación de vivienda familiar contemplada en la Ley 258 de 1996, de suerte que si los inmuebles de esta naturaleza sólo pueden embargarse para hacer efectivo ese específico gravamen –pues aquí no se configura la hipótesis del numeral 1° del artículo 7°, sino la de su numeral 2°-, se reitera, el “constituido para garantizar préstamos para la adquisición, construcción o mejora de la vivienda”, fuerza colegir que extinguida esa deuda, cualquiera que sea el modo, se extingue la hipoteca, pues con respaldo en ella no se podrían registrar embargos que tuvieran como propósito asegurar el pago de obligaciones contraídas con posterioridad a la afectación a vivienda familiar o surgidas de créditos que tengan otra destinación”

.   

FUENTE NORMATIVA:

ARTÍCULO 2438 DEL C.C., INCISO 3

ARTÍCULO 2457 DEL C.C. 

ARTÍCULO 789 DEL C.CO.

Ley 45 de 19990

Ley 546 de 1999

Ley 258 de 1996

FECHA



: 25/09/2009
PONENTE


: Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez
DEMANDANTE

: BCSC S.A. 
DEMANDADO
: Jairo Prias Díaz y Lady Elena Niño Munevar

PROCESO
: Ejecutivo con título hipotecario

RADICACIÓN 
: 11001310300720070027501
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310300720070027501 

1.2 Sala de familia


1.2.1 INDIGNIDAD PARA HEREDAR. ATENTADO GRAVE CONTRA LA VIDA NO LO CONSTITUYE EL ACTO DE FOMENTAR ESCANDALO “respecto a la causal segunda de indignidad invocada en la demanda, que como se anunció anteriormente, le asistió razón al juez a quo al tener por no probada la misma, pues a la luz de la doctrina citada párrafos anteriores respecto de la misma y analizada la prueba recaudada en este asunto encuentra la Sala que efectivamente, no se probó por medio alguno, y menos por sentencia ejecutoriada, que el demandado hubiera cometido atentado grave contra la vida, el honor o los bienes de su hijo, pues a pesar de que la parte actora sostiene que los malos tratos que el padre le profirió al difunto en su niñez constituyen atentado contra la vida del mismo, tales actos no encajan estrictamente en el sentido con el que el legislador concibió esta causal de indignidad y que el tratadista Pedro Lafont Pianetta explica en los apartes citados anteriormente en el texto de esta providencia.”

FUENTE NORMATIVA

: Artículo 1025 del Código Civil, numerales 2 y 3
FECHA



: 29/05/2009.

PONENTE


: Dr. Jaime Humberto Araque González

DEMANDANTE

: Ana Rosa González
DEMANDADO
: Luis Felipe Gil Vargas 

RADICACIÓN 


: 11001310300132004101301
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310300132004101301 
1.3 Sala Laboral

1.3.1 EXCEPCIÓN PREVIA DE FALTA DE JURISDICCIÓN. La decisión que declare probada la excepción previa de falta de jurisdicción dadas las consecuencias adversas para el demandado frente a los temas de caducidad y prescripción, debe abstenerse de dar por terminado el proceso y disponer el envío de la demanda y sus anexos a la autoridad  que considera investida de jurisdicción para conocer del asunto a efecto de que en caso de ser rechazada se resuelva el conflicto respectivo por la autoridad competente. Al respecto la sala con esta decisión precisa: “la señora jueza incurrió en una violación al debido proceso finiquitando la litis con una decisión que hace tránsito a cosa juzgada y que le genera a la parte perjudicada una gravísima  consecuencia, como, por ejemplo, la prescripción de la acción.

Ello, por cuanto si consideraba que había falta de jurisdicción y competencia tendría que haber enviado las diligencias al funcionario que creyera tuviera la obligación legal de tramitarlo, pero nunca, darlo por terminado.”
FUENTE NORMATIVA:

ARTÍCULO 85 DEL C.P.C.

ARTÍCULO 91 DEL C.P.C.

ARTÍCULO 97 DEL C.P.C.

ARTÍCULO 45 DE LA LEY 446 DE 1998
FECHA



: 00/00/2010
PONENTE


: Dra. María Dorian Álvarez 
DEMANDANTE

: Bertilda Riveros Ramírez 
DEMANDADO
: Fundación San Juan de Dios
RADICACIÓN 


: 1100131050300320080055501
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 1100131050300320080055501
	2. PROVIDENCIAS DE  CORTE CONSTITUCIONAL


2.1 SENTENCIA C-930 DE 2010. A la fecha de elaboración de este boletín la providencia no ha sido publicada en la Relatoría de la Honorable Corte Constitucional acorde con la información que en tal sentido ofreció telefónicamente Ruth García empleada de esa dependencia el 03 de marzo de 2010 por lo que solo se cuenta con la siguiente información extraída del Comunicado 055 del 10 de diciembre de 2009: 

1. Norma demandada: Lo subrayado del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo que a continuación se Transcribe:   

ARTICULO 57. OBLIGACIONES ESPECIALES DEL EMPLEADOR. Son obligaciones especiales del empleador:
[…]
6. Conceder al trabajador las licencias necesarias para el ejercicio del sufragio; para el desempeño de cargos oficiales transitorios de forzosa aceptación; en caso de grave calamidad doméstica debidamente comprobada; para desempeñar comisiones sindicales inherentes a la organización o para asistir al entierro de sus compañeros, siempre que avise con la debida oportunidad al empleador, a su representante y que, en los dos  (2) últimos casos, el número de los que se ausenten no sea tal que perjudique el funcionamiento de la empresa. En el reglamento de trabajo se señalarán las condiciones para las licencias antedichas. Salvo convención en contrario, el tiempo empleado en estas licencias puede descontarse al trabajador o compensarse con tiempo igual de trabajo efectivo en horas distintas de su jornada ordinaria, a opción del empleador.

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde a la Corte resolver, si la facultad del empleador prevista en el numeral 6 del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo, para descontar del salario del trabajador la licencias contempladas en la misma norma u obligarlos a compensar la misma en tiempo laborado, resulta contraria a los principios constitucionales de dignidad y solidaridad, al derecho a la igualdad, a las normas de la Constitución que obligan al Estado a proteger la familia, al artículo 53 de la Carta en lo relativo a la irrenunciabilidad de las garantías mínimas y al derecho de asociación.

3. Decisión
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “Salvo convención en contrario, el tiempo empleado en estas licencias puede descontarse al trabajador o compensarse con tiempo igual de trabajo efectivo en horas distintas de su jornada ordinaria, a opción del empleador”, contenida en la parte final del numeral 6º del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo y EXEQUIBLE el resto del mismo numeral 6º, siempre que se entienda que las licencias laborales en caso de grava calamidad doméstica debidamente comprobada, para el desempeño de cargos oficiales transitorios de forzosa aceptación, para desempeñar comisiones sindicales o para asistir al entierro de los compañeros, deben ser remuneradas y el trabajador no puede ser obligado a compensar el tiempo empleado en ellas.    
4.    Fundamentos de la decisión 
La Corte consideró que la norma jurídica examinada, codificada en 1950, pero con antecedentes desde 1936, no respondía a los principios de solidaridad y dignidad que deben presidir las relaciones laborales en el Estado Social de Derecho, ni tenían en cuenta la interpretación del derecho de asociación sindical sugerida en la Recomendación No. 143 de la OIT, “sobre la protección y facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores en la empresa”, conforme a la cual el derecho de asociación sindical involucra la prerrogativa de “disfrutar, sin pérdida de salario” del tiempo para atender las comisiones sindicales. 
En relación con las licencias por luto, para el ejercicio del sufragio y para ejercer cargos de jurado de votación, clavero o escrutador, la Corte no se pronunció por existir normas legales especiales que obligan a conceder licencias laborales remuneradas. 
FUENTES NORMATIVAS
: ARTÍCULO 1° C.N.





  ARTÍCULO 13 C.N.

  ARTÍCULO 53 C.N.





  ARTÍCULO 57 C.S.T.


FECHA



: 10/12/2009

PONENTE


: Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub
Expediente 


: 7754
2.2.  En relación con el artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo conviene destacar que mediante ley 1280 de enero 5 de 2009 “Por la cual se adiciona el numeral 10 del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo y se establece la licencia por luto” se agregó un numeral al artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo. El texto de la ley en cita reza: “ARTÍCULO 1º. Adicionar un numeral al artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo, en los siguientes términos:
10. Conceder al trabajador en caso de fallecimiento de su cónyuge, compañero o compañera permanente o de un familiar hasta el grado segundo de consanguinidad, primero de afinidad y primero civil, una licencia remunerada por luto de cinco (5) días hábiles, cualquiera sea su modalidad de contratación o de vinculación laboral. La grave calamidad doméstica no incluye la Licencia por Luto que trata este numeral.
Este hecho deberá demostrarse mediante documento expedido por la autoridad competente, dentro de los treinta (30) días siguientes a su ocurrencia.
PARÁGRAFO. Las EPS tendrán la obligación de prestar la asesoría psicológica a la familia. 
ARTICULO 2º. La presente ley rige a partir del momento de su publicación.” 
Esta norma fue demandada  al considerar que contraría la normatividad superior, demanda decidida mediante sentencia C-013-2010 emitida dentro de expediente D-7756 con la que la Corte Constitucional, con ponencia del Honorable Magistrado Mauricio González Cuervo  se declara INHIBIDA para desatar el fondo de la controversia por ineptitud sustantiva de la demanda al encontrar que “en el presente caso, los demandantes no exponen razones ciertas, específicas, pertinentes y suficientes, por las cuales, en su concepto,  los artículos demandados  vulneran el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.) y desconocen la protección de la familia consagrada en el artículo 5º de la Carta Política.”   Hasta la fecha la sentencia no ha sido publicada en la Secretaría ni en la Relatoría de Corte y solo se cuenta con el comunicado 02 de 20 de enero de 2010. 
Tiene la jurisprudencia por resolver si por el carácter general y abstracto de la ley, el sentido del vocablo “Trabajador” debe tomarse en su sentido amplio, caso en el cual puede predicarse que dicha licencia procede cuando el afectado por el evento que da lugar a ella es un trabajador oficial o un empleado público como efecto de una vinculación legal o reglamentaria, o si únicamente opera para el sector privado, dada su inclusión en el Código Sustantivo del Trabajo al tenor del artículo 3° de esa normatividad.

	3. PROVIDENCIAS DE  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


SALA CIVIL
CONFESIÓN. REQUISITOS PARA SU ESTRUCTURACIÓN. “no puede pasar desapercibido que la confesión debe recaer sobre un hecho desfavorable al declarante o favorable a la parte contraria, aspecto que debe estar plenamente establecido, pues de él pende su existencia como tal; no obstante, cuando lo aducido por el deponente es ambiguo o indeterminado, difícilmente puede establecerse cuáles son los aspectos desventajosos que aquél está aceptando.”
DUDA EN MATERIA CIVIL SE RESUELVE EN CONTRA DE QUIEN TIENE LA CARGA DE LA PRUEBA DEL HECHO EN QUE FUNDA LA ACCIÓN O LA EXCEPCIÓN. “luego de examinar la prueba recaudada en un proceso, el juzgador puede estar, respecto de la existencia de un hecho, en las siguientes circunstancias: a) de un lado, puede tener la certeza de que, conforme lo acreditan los medios probatorios, el hecho realmente existió; b) por el contrario, con base en esos elementos de persuasión puede adquirir la convicción rotunda de que los hechos no existieron, es decir, que conforme al material probatorio recaudado se infiera que el hecho aducido no existió; y, c) puede acontecer, por último, que no le era dado concluir ni lo uno ni lo otro, esto es, que ninguna de las anteriores  hipótesis se ha realizado. Trátase, entonces, de una situación de incertidumbre en la que no le es dado aseverar la existencia del hecho o su inexistencia.

Es aquí donde cobra particular vigor la regla de juicio que la carga de la prueba comporta, habida cuenta que en las cosas  en las que las omisiones probatorias no le permitan al juzgador inferir con la certidumbre necesaria, la existencia o inexistencia del hecho aducido, el fallador deberá resolver la cuestión adversamente a quien tenía la carga probatoria del hecho respectivo.”
INDIVISIBILIDAD DE LA PRUEBA. “a voces del artículo 258 del C. de P. C., las pruebas que resulten de los documentos públicos y privados es indivisible, o sea, que si el Tribunal dedujo, de manera equivocada, que las expresiones del vocero de la demandada en la audiencia de conciliación comportaban una confesión, dejó de observar y valorar en su verdadera dimensión, lo que en la parte final de la misma audiencia, recogida en un solo documento, dicho extremo de la litis, de manera categórica, sostuvo que se ratificaba en lo expuesto en la contestación a la demanda y en ésta, como fue referido, negó que ella haya terminado el contrato y de manera unilateral, circunstancia que ponía en entredicho la supuesta confesión de la proveedora, duda que, desde luego, afectaba en sumo grado tal medio probativo. Dicha pieza debió ser analizada de manera integral, “indivisible”, lo que no hizo el ad-quem.”
FUENTES NORMATIVAS
: ARTÍCULO 177 DEL C.P.C.





  ARTÍCULO 183 DEL C.P.C.





  ARTÍCULO 258 DEL C.P.C.


FECHA



: 08/01/2010

PONENTE


: Dr. Pedro Octavio Munar Cadena 

DECISIÓN


: CASA Y SUSTITUYE
DEMANDANTE

:GERMAN RIBON ARENAS y la sociedad SUMIMAR LTDA.
DEMANDADO


:EXXON MOBIL DE COLOMBIA S.A., antes MOBIL DE COLOMBIA S.A.,

PROCESO


: 13001 3103 006 2001 00137 01

Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 13001310300620010013701
	4. LEGISLACIÓN NACIENTE



LEY 1380 PUBLICADA EN  DIARIO OFICIAL 47.603 DEL 25 DE ENERO DE 2010

OBJETO: Tiene por objeto permitirle al deudor persona natural no comerciante, acogerse a un procedimiento legal que le permita mediante un trámite de negociación de deudas en audiencia de conciliación extrajudicial celebrar un acuerdo de pago con sus acreedores y cumplir así con sus obligaciones pecuniarias pendientes sin importar su naturaleza, salvo las originadas en obligaciones alimentarias, ni los procesos ejecutivos correspondientes a las mismas.
VIGENCIA: Entró en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. Las normas del régimen establecido en la presente ley prevalecerán sobre cualquier otra norma de carácter ordinario, incluso de carácter tributario que le sean contrarias. 

Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo PDF denominado: Ley 1380 de 2010 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLAN
        ALIRIO CORREAL BELTRÁN

 
 Presidente
del Tribunal 


       Relator del Tribunal 
	-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------                                                                                                                                                                                                                        


BOLETIN DE SALA PENAL

      [image: image2.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA                                               BOLETÍN  11 – MARZO 26/10  

                  SALA PENAL                                                                                                                                                                                                             
 RELATORÍA                                                                    

1.- PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN

[image: image3.png]
1.1.  M. P. ORTÍZ GÓMEZ JORGE ENRIQUE- Rad. 11001-07-04-012-2008-00023-01 (30-12-09) ACCIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO – Derecho de defensa y debido proceso -Garantías propias del derecho penal, tales como la presunción de inocencia y el in dubio pro reo, son inaplicables al trámite de extinción de dominio.

6.2 Problemas Jurídicos a resolver.

¿Se deben aplicar las garantías propias del proceso penal al trámite de extinción de dominio?

 (…)

6.3 Del derecho de defensa y el debido proceso.

 (…)

Como se evidencia, el presente trámite de extinción de dominio estuvo ajustado a los parámetros del debido proceso, de conformidad con lo estipulado en los artículos 29 superior y 8° de la Ley 793 de 2002 comoquiera que la estructura procesal se erigió sobre las bases que contempla el artículo 13 ibídem, y la afectada contó con varias oportunidades para pedir pruebas o controvertirlas, y la omisión en que inicialmente incurrió al respecto no implica una grave irregularidad bajo el entendido de que el silencio es una estrategia de defensa.

De otra parte, respeto a la alegada falta de defensa, se le indica al profesional del derecho, que en el trámite de extinción de dominio no está previsto de forma obligatoria que el afectado deba contar con un abogado, a diferencia de procesos de otra naturaleza que sí exigen la asistencia técnica para que se pueda llevar a cabo la actuación; en otras palabras, si el opositor opta por prescindir de defensa letrada, ello no genera nulidad y menos aún daría lugar a revocar la sentencia proferida en primera instancia.

Nótese que la Ley 793 de 2002 no exige ese presupuesto, tanto es así que siempre hace referencia al “afectado” con la medida, otorgándole la facultad de ejercer directamente el derecho de contradicción, e inclusive le asigna la carga dinámica de la prueba sobre todo en eventos donde cuente con la facilidad de aportar el medio de convicción requerido. Sobre el particular la Corte Constitucional, en su sentencia C-740 de 2003, con ponencia del magistrado Jaime Córdoba Triviño; refiriéndose a la actuación del opositor dentro de un proceso de extinción de dominio, expuso:

“No obstante, este derecho de oposición a la procedencia de la declaratoria de extinción implica un comportamiento dinámico del afectado, pues es claro que no puede oponerse con sus solas manifestaciones. Es decir, las negaciones indefinidas, en el sentido de que no es ilícita la procedencia de los bienes, no lo eximen del deber de aportar elementos de convicción que desvirtúen la inferencia, probatoriamente fundada del Estado, en cuanto a esa ilícita procedencia” 

 (…)

6.4 De la presunción de inocencia y el in dubio pro reo.

Sobre este punto se hace especial hincapié en las características sui géneris que reviste el proceso de extinción de dominio, pues por ser autónomo e independiente, no puede asimilarse a un proceso penal, ni tampoco entenderse como accesorio o complementario del mismo, al respecto la Ley 793 de 2002 en su artículo 4° expresamente señaló: “Esta acción es distinta e independiente de cualquier otra de naturaleza penal que se haya iniciado simultáneamente, o de la que se haya desprendido, o en la que tuviera origen…”.

De otra parte, con ésta acción se persigue privar de los bienes a aquellas personas que los hubieren obtenido por la comisión de alguna conducta punible que atente contra la moral social, el tesoro público o las provenientes del delito de enriquecimiento ilícito y que se encuentran contempladas en el artículo 2° parágrafo 2° de la ley de extinción de dominio, reafirmándose el contenido patrimonial de la misma, luego los principios alegados por el censor, que se analizan en el presente acápite encuentran su ámbito de aplicación circunscrito al poder sancionatorio del Estado, cuyo sujeto pasivo siempre va a ser una persona y no un bien —como en este evento—.

Por lo anterior, es desatinado pretender reclamar una garantía de carácter personal a un bien o pregonar duda en favor del “reo”, cuando en la acción de extinción de dominio no hay personas acusadas sino afectados, y no puede desconocerse la naturaleza real de esta acción, que —como ya se esbozó— se encuentra encaminada a perseguir determinado bien y no a la persona que lo tenga en su poder. En suma, no pueden aplicarse las garantías propias del sistema penal a los involucrados en un trámite como el que nos ocupa.

Relatoría/consulta/2009/Extinción de dominio y lavado de activos/Autos
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1.2.  M. P. ORTÍZ GÓMEZ JORGE ENRIQUE- Rad. 11001-07-04-013-2008-00010-01 (16-03-10) ACCIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO – Por su carácter real procede contra propietario y/o poseedor del bien – 
5.2 Del caso concreto.

El problema jurídico a resolver se plantea así:

¿Se reúnen los supuestos fácticos y jurídicos previstos para extinguir el derecho de dominio sobre el camión de placas SNJ 801, modelo 1974, color gris, marca International, línea 1700, servicio público, carrocería estacas, chasís H10590, serie H10590 y motor G051224, que figura a nombre de MARCO AURELIO GARZÓN GONZÁLEZ ?

5.3 Solución al problema jurídico planteado.

Contrario a lo argumentado por ÓSCAR NOÉ HILARIÓN ROMERO, esta Colegiatura encuentra jurídica y adecuadamente motivada la decisión que se revisa, por las siguientes razones:

 (…)

Así las cosas, quien aparece como titular de cualquier derecho real, principal o accesorio, sobre los bienes cuya tradición o validez se supedita a la inscripción en un registro, es quien además de tener un título lo ha inscrito y figura como tal en el registro público correspondiente. Sin embargo, el artículo 4° de la Ley 793 de 2002 prevé una situación que puede presentarse cuando la propiedad está separada del goce de la cosa, y entonces consagra la procedencia de la acción no sólo contra quien aparezca como titular de cualquier derecho real, sino también contra quien ejerza la posesión del mismo.

El Código Civil, en su artículo 762 define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño. Son entonces, el ánimus y el corpus, los elementos que deben concurrir para formar la posesión, al no existir en Colombia posesión inscrita. A la luz de nuestra legislación, la posesión no es un derecho sino un hecho, que de manera particular está protegido mediante acciones procesales, como son, las posesorias, que en términos generales tienen por objeto conservar o recuperar la posesión; la adquisición de la propiedad por el modo de la prescripción, en los términos y con los requisitos determinados por el legislador como los previstos en la Ley 791 del 2002; las de policía, para recuperar y evitar que se perturbe la posesión; y, la acción administrativa de lanzamiento, para los casos de invasión; pero por el hecho de que una persona sólo detente la posesión de un bien no puede afirmarse la improcedencia de la acción de extinción de dominio, porque —como se vio— ésta también procede contra quien esté ejerciendo posesión sobre los mismos.

En el caso bajo examen observa la Sala que según el certificado Nº 1267 de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Mosquera Cundinamarca, el propietario inscrito del rodante involucrado es MARCO AURELIO GARZÓN GONZÁLEZ (f. 48 c.o. 2) pero, éste aunque lo vendió a ÓSCAR NOÉ HILARIÓN ROMERO, mediante contrato celebrado el 25 de junio de 2003, como se observa en el respectivo documento, cuyas firmas fueron autenticadas en esa misma fecha ante la Notaría Sesenta y Cinco del Círculo de Bogotá (33 ss c.o.1), y pese a que firmó el traspaso abierto (f. 37 c.o.1) la tradición no se perfeccionó, por negligencia del comprador, como éste lo admitió, porque no hizo el trámite correspondiente, a pesar de tener el respectivo documento de traspaso abierto, de tal manera que sólo entró en posesión del automotor más no adquirió el derecho real de dominio sobre él.

El 15 de febrero de 2004 ÓSCAR NOÉ HILARIÓN ROMERO prometió en venta el vehículo y cedió su posesión a LUIS ANTONIO MESA GONZÁLEZ por $30.000.000, de los cuáles recibió $13.000.000 en efectivo, $2.000.000 cuyo pago se pactó para el 22 de febrero siguiente, y se garantizó el saldo pendiente con quince letras que serían canceladas mensualmente a partir de marzo de ese año. En el contrató se estipuló que el vendedor hizo la entrega material del vehículo a MESA GONZÁLEZ y en la cláusula octava, que el traspaso se haría cuando se pagara el total de la deuda. Ello se acreditó con la documentación obrante a folios 122 c.o. 2 y ss, y con la declaración de ÓSCAR NOÉ HILARIÓN ROMERO (f. 109 c.o. 2). Pero como el último adquirente a la fecha de esta providencia tampoco ha registrado el traspaso, porque según HILARIÓN ROMERO, MESA GONZÁLEZ aún le adeuda parte del precio, ninguna duda existe en cuanto a que éste sólo ostenta la calidad de poseedor, e HILARIÓN ya no es poseedor, porque cedió tal derecho al entregar materialmente el bien a aquel.

La Ley 793 de 2002 en su artículo 2º consagra las causales de extinción del derecho de dominio, entre ellas la tercera, en cuya virtud procede la aplicación de dicha medida cuando “los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o instrumento para la comisión de actividades ilícitas sean destinadas a éstas o correspondan al objeto del delito” y en el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, las pruebas recaudadas dentro de la presente actuación demostraron que LUIS ANTONIO MESA GONZÁLEZ, en su condición de poseedor, permitió el uso indebido del camión, en tanto su conductor José Gustavo Chaur Contreras transportó en él insumos para el procesamiento de estupefacientes, como se reseñó en precedencia.

 (…)

En estas condiciones acertó la funcionaria a quo, al declarar la extinción del derecho de dominio sobre el automotor involucrado, pues así el poseedor no hubiera sido sorprendido en flagrante comisión del delito que originó este proceso, por lo menos lo toleró, y en consecuencia debe asumir el costo jurídico de esa ilícita utilización, como lo prevé la causal de extinción de dominio que se endilga (3ª de las previstas en el artículo 2° de la Ley 79 de 2002), esto es: que los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o instrumento para la comisión de actividades ilícitas, sean destinados a éstas, o correspondan al objeto del delito.

En respuesta al apelante, además de lo dicho en precedencia sólo resta expresar que no es cierto que a ÓSCAR NOÉ HILARIÓN ROMERO se le esté desconociendo su calidad de afectado por no ser el propietario inscrito, sino que si bien se demostró que entró en posesión del rodante al pagar su precio y recibirlo de MARCO AURELIO GARZÓN GONZÁLEZ no registró el traspaso y por lo tanto nunca adquirió la calidad de propietario, también lo es que transfirió dicha posesión a LUIS ANTONIO MESA GONZÁLEZ cuando el 15 de febrero de 2004 se lo prometió en venta y entregó materialmente (f. 64-65; luego es éste el último poseedor del bien y quien permitió su uso inadecuado, incumpliendo la función social que atribuye a la propiedad nuestra Constitución Política en su artículo 58, de ahí proceda la extinción del dominio, y aunque está demostrado que el promitente comprador aún no ha pagado la totalidad del precio acordado, ciertamente no es esta actuación procesal la adecuada para exigir su cumplimiento, ya que esto corresponde a la jurisdicción civil, a la cual puede acudir el apelante.
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6.2 Problemas Jurídicos Planteados.

Se formulan de la siguiente manera:

(…)

¿Se reúnen los requisitos previstos en el artículo 232 de la Ley 600 de 2000 para condenar a JAIME ARROYAVE ARANGO y CARLOS ALBERTO BETANCOURT CÁRDENAS por Fraude procesal y Obtención de documento público falso, o sólo por la primera de estas conductas punibles?

6.3 Solución a los problemas jurídicos planeados.

(…)

El artículo 288 del Código Penal exige como supuesto fáctico del delito contra la fe pública por el cual se procede, que para obtener documento público que pueda servir de prueba, se induzca a un servidor público en ejercicio de sus funciones “haciéndole consignar una manifestación falsa o callar total o parcialmente la verdad” y en el caso bajo estudio efectivamente los hoy acusados comparecieron ante la Inspectora Primera del Trabajo de Bogotá y ante ella conciliaron presuntas acreencias laborales, obteniendo de esta manera el acta respectiva, que por haber sido extendida por servidora del Estado, en ejercicio de sus funciones, se considera documento público, pero no puede concluirse tan categóricamente que esta funcionaria haya consignado en él manifestaciones falsas o haya callado total o parcialmente la verdad. Lo que es evidente es que los comparecientes hicieron en su presencia las declaraciones que se plasmaron en el escrito, pero son ellos los únicos responsables de que sus asertos sean o no verdaderos, y la facultad certificadora de la inspectora se limita a la expresión de las circunstancias en que se produjo el acto, a quiénes intervinieron y qué manifestaron en él, pero en modo alguno a la veracidad de las declaraciones que los interesados hicieron en la diligencia y quedaron consignadas en la respectiva acta. Con mayor razón si se tiene en cuenta que el artículo 64 de la Ley 446 de 1998 define la conciliación como “un mecanismo de resolución de conflictos a través dos o más personas gestionan por sí mismo (sic) la solución de sus diferencias con la ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado conciliador.”.

Sobre el particular es altamente esclarecedora la siguiente cita jurisprudencial que pese a referirse expresamente a otro tipo de documento, como es la escritura pública, resulta cabalmente aplicable al evento sub exámine:

“La Corte, al estudiar la naturaleza y características de la escritura pública, ha dicho que es un documento complejo, simbiótico, que se compone de dos partes, una que contiene las declaraciones de los interesados, y otra que contiene las declaraciones del notario. El notario es el autor del documento, y los otorgantes los autores del negocio jurídico. Los dos conforman la unidad estructural conocida como escritura pública. De los interesados provienen las declaraciones relacionadas con el negocio, y del notario las vinculadas con la realización del acto (fecha, identificación y asistencia de los sujetos, declaraciones de su voluntad, etc.). De allí que se la defina como una unidad estructural.
Una es, por tanto, la declaración que los interesados hacen al interior del documento, sobre cuya veracidad el notario no certifica, y otra la declaración que hace el notario sobre la realización en su presencia del acto respectivo. Mientras el interesado suscribe el documento en señal de asentimiento de sus propias declaraciones y de las declaraciones del notario, quien lo autoriza, el notario solo da fe de la celebración del acto. A esto se reduce su función certificadora. De suerte que, aún cuando el documento es uno solo, estructuralmente se halla integrado de dos actos, de naturaleza y contenido distintos, claramente identificables.” (subraya el Tribunal para destacar).

Así las cosas, aunque fueren contrarias a la verdad las declaraciones que en presencia de la inspectora hicieron JAIME ARROYAVE ARANGO y CARLOS ALBERTO BETANCOURT CÁRDENAS —lo cual se analizará más adelante— ello no implicaría la tipificación del delito denominado Obtención de documento público falso, y el acta de la conciliación no podría reputarse espuria aunque constituyere el artificio para inducir en error al juez laboral del circuito que libró el mandamiento de pago y decretó el embargo del bien que ya había sido objeto de medida cautelar en otro proceso ejecutivo de carácter civil, con la consiguiente prelación de créditos, lo cual afectó los derechos del acreedor hipotecario primigenio.

Así las cosas es atípica la conducta endilgada a los acusados como Obtención de documento público falso, y se impone absolver por este delito a los dos acusados, de manera que por sustracción de materia queda relevada la Sala de hacer pronunciamiento en torno si por no haber sido interrogados los sindicados o por no haberse hecho la respectiva imputación al resolver su situación jurídica pero sí en la resolución de acusación, se haya incurrido en violación al debido proceso o del derecho a la defensa, y se pasará al análisis correspondiente al otro reato que se atribuye a los enjuiciados. 
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